
Registro digital: 2026404 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 19/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA COMPENSACIÓN CIVIL NO ES UN MEDIO PARA SU 
PAGO NI PUEDE DAR LUGAR A UNA SOLICITUD DE SALDO A FAVOR O ACREDITAMIENTO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES 2019 Y 2020). 
Hechos: Los órganos colegiados contendientes discreparon sobre si la interpretación de los artículos 1-B, y 5, fracción III, de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, 23 del Código Fiscal de la Federación y 2192, fracción VIII, del Código Civil Federal, permite o no que la 
compensación civil sea un medio de pago del aludido impuesto y, en su caso, posibilita la solicitud de saldo a favor o acreditamiento. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, de la interpretación de los artículos 1, 1-B, 
5, 17 y 18 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, la compensación civil no es un medio de pago del impuesto al valor agregado ni puede 
dar lugar a una solicitud de saldo a favor o acreditamiento. 
Justificación: El artículo 1, fracción II, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado establece la obligación de pago de dicho gravamen por la 
actividad consistente en prestar servicios independientes que se lleven a cabo por personas físicas o morales en el territorio nacional, la 
cual se calcula aplicando a los valores previstos en la referida ley, la tasa del 16 %. Por otra parte, el artículo 17, párrafo primero, del mismo 
ordenamiento legal, dispone que en la prestación de servicios se tendrá la obligación de pagar el impuesto en el momento en el que se 
cobren efectivamente las contraprestaciones y sobre el monto de cada una de ellas, salvo el caso de los intereses previstos en el diverso 
artículo 18-A. Asimismo, del artículo 18 del propio ordenamiento, se advierte que la base del tributo, tratándose de la prestación de 
servicios, es el valor total de la contraprestación pactada, así como las cantidades que se carguen o cobren a quien reciba el servicio por 
otros impuestos, derechos, viáticos, gastos de toda clase, reembolsos, intereses normales o moratorios, penas convencionales o cualquier 
otro concepto. Además, el artículo 1-B, párrafo primero, dispone que se consideran efectivamente cobradas las contraprestaciones cuando 
se reciban en bienes o en servicios, o bien, cuando el interés del acreedor quede satisfecho mediante cualquier forma de extinción de las 
obligaciones que dé lugar a las contraprestaciones. La Ley del Impuesto al Valor Agregado no prevé las formas de extinción de las 
obligaciones, por lo que en términos del artículo 5, párrafo segundo, del Código Fiscal de la Federación, es posible la aplicación supletoria 
del derecho común federal. El Código Civil Federal, en su Libro Cuarto, denominado: "De las obligaciones", Primera Parte, intitulado: "De 
las obligaciones en general", Título Quinto, "Extinción de las obligaciones", establece como tales, entre otras, en su capítulo I, a la 
compensación (artículos 2185 al 2205). Es justamente cuando el interés del acreedor queda satisfecho con la compensación que el artículo 
1-B, párrafo primero, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, establece que las contraprestaciones se consideran efectivamente 
cobradas por los servicios prestados y por los que debe pagar el impuesto. Es decir, la compensación civil es una forma de determinar el 
momento en que se entienden efectivamente cobradas las contraprestaciones por los servicios prestados y por los que se tiene la 
obligación de pagar el impuesto, pero no es una forma de pago del gravamen. Sostener que la compensación civil es una forma de pago 
del impuesto al valor agregado sería tanto como confundir el momento en que nace, surge o se actualiza la obligación de pago del 
impuesto, con la extinción o conclusión de esa misma obligación. Esto es, equivale a dejar a la voluntad de los sujetos que prestan 
servicios independientes para que por vía compensación civil se extinga la obligación de pagar el impuesto al valor agregado, supuesto 
este último que, además, el mismo Código Civil Federal prohíbe en su artículo 2192, fracción VIII. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 413/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, en apoyo del 
Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 15 de marzo de 2023. Cinco votos de los Ministros Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
El Pleno en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la contradicción de tesis 3/2022, la cual dio origen a la tesis de 
jurisprudencia PC.XVI.A. J/4 A (11a.), de rubro: "IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL ANÁLISIS DE LOS ARTÍCULOS 1o.-B Y 5o., 
FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, NO DA LUGAR A INTERPRETAR QUE EN LA DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR, LA FIGURA 
EXTINTIVA DE LA COMPENSACIÓN, APLICABLE EN EL DERECHO CIVIL, SEA UN MEDIO DE PAGO PARA ACREDITAR DICHO 
IMPUESTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES 2019 Y 2020).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 12 de agosto de 2022 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 16, agosto de 2022, Tomo IV, página 3891, con el número de registro digital: 2025094; y 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo; Coahuila de 
Zaragoza, al resolver el juicio de amparo directo 286/2021 (expediente auxiliar 559/2022). 
Tesis de jurisprudencia 19/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de abril de dos mil 
veintitrés. 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 286/2021 (cuaderno auxiliar 559/2022), resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, derivó la tesis aislada (X Región)4o.1 A 
(11a.), de rubro: "IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA). LA COMPENSACIÓN ENTRE CONTRIBUYENTES, COMO MEDIO DE 
EXTINCIÓN DE OBLIGACIONES, NO ESTÁ PROHIBIDA PARA CONSIDERAR EFECTIVAMENTE PAGADA DICHA CONTRIBUCIÓN.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de diciembre de 2022 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 20, Tomo III, diciembre de 2022, página 2733, con número de registro digital: 2025591. 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de mayo de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
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DEVOLUCIÓN DEL SALDO A FAVOR DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA). EL 
CONTRIBUYENTE PUEDE SOLICITARLA SI INICIALMENTE OPTÓ POR ACREDITAR ESA 
CONTRIBUCIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 6o. DE LA LEY RELATIVA Y NO LO HIZO EN EL 
EJERCICIO RESPECTIVO, AL NO IMPLICAR VARIACIÓN ALGUNA EN LA OPCIÓN ELEGIDA 
PARA EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES O PARA DETERMINAR 
CONTRIBUCIONES A SU CARGO CONFORME AL ARTÍCULO 6o. DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2018). 
Hechos: Un contribuyente promovió juicio contencioso administrativo federal contra la resolución del 
Servicio de Administración Tributaria (SAT) que le negó la devolución del saldo a favor argumentando 
que inicialmente optó por acreditar el impuesto en términos del artículo 6o. de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado. La Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró su nulidad; 
inconformes con esa decisión, las autoridades fiscales interpusieron recurso de revisión fiscal. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si un contribuyente, en términos 
del artículo 6o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, opta por acreditar el impuesto a su favor en 
un determinado ejercicio y no lo hace, ello no implica variación alguna en la opción elegida para el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales o para determinar contribuciones a su cargo conforme al 
artículo 6o. del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, puede solicitar la devolución del saldo a 
favor de acuerdo con el procedimiento previsto por el artículo 22 del propio código. 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 6o., primer párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado (vigente en 2018) establece que los contribuyentes que al presentar su declaración de 
pago les resulte saldo a favor, pueden optar por acreditarlo contra el impuesto a su cargo, 
compensarlo o solicitar su devolución. Por otra parte, el artículo 6o., último párrafo, del Código Fiscal 
de la Federación prevé que los contribuyentes no pueden variar la opción elegida para el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales o para determinar las contribuciones a su cargo; sin 
embargo, esta proscripción debe entenderse únicamente referida al procedimiento del cálculo del 
impuesto de que se trate, pero no en relación con el derecho que tiene el contribuyente de elegir 
cualquiera de las opciones que establece la ley especial. Así, con la solicitud de devolución no se 
pretende modificar el procedimiento del cálculo de dicho impuesto, sino ejercer el derecho a la 
devolución del gravamen respectivo. Además, dicha elección no conmina forzosamente al 
contribuyente a determinar las contribuciones a su cargo bajo ese esquema, pues puede acontecer 
que aun cuando tenga cargos posteriores los entere de manera directa a la autoridad exactora, sin 
necesidad de acreditar el saldo que tenga a su favor; de manera que éste quede intocado durante 
todo el ejercicio fiscal de que se trate, y lo habilita para solicitar su devolución en términos del artículo 
22 del Código Fiscal de la Federación. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 642/2021. 
Subadministrador Desconcentrado Jurídico de la Administración Desconcentrada Jurídica de 
Quintana Roo "2" del Servicio de Administración Tributaria. 7 de julio de 2022. Unanimidad de votos. 
Ponente: Oscar Fernando Hernández Bautista. Secretario: Ciro López Reyes. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO AGOTAR EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL PREVIAMENTE A PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, AL EXIGIR LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO MAYORES REQUISITOS PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN QUE LOS 
PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO. 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto se reclamó la resolución que negó el trámite de autorización de visa por oferta de 
empleo. El secretario encargado del despacho del Juzgado de Distrito desechó de plano la demanda al considerar que 
operaba el principio de definitividad, pues previamente era necesario agotar el juicio de nulidad, porque la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo no exige mayores requisitos que los artículos 128, 132 y 135 de la Ley de 
Amparo para conceder la suspensión del acto reclamado. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que, al exigir la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo mayores requisitos para conceder la suspensión que los previstos en la Ley de Amparo, se actualiza una 
excepción al principio de definitividad, por lo que previamente a promover el juicio de amparo indirecto es innecesario 
agotar el juicio contencioso administrativo federal. 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 28, fracción I, de la ley federal referida prevé un requisito adicional a los 
previstos en el artículo 128 de la Ley de Amparo, pues para conceder la suspensión del acto reclamado aquél condiciona 
que sean de difícil reparación los daños o perjuicios que se causen al actor con la ejecución del acto impugnado, lo cual no 
se establece en la Ley de Amparo. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 18/2023. Ngis Servicios y Soporte Empresarial de Capital Humano, S.A. de C.V. y otra. 15 de marzo de 2023. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Olvera García. Secretaria: Liliana Jaramillo Olivares. 
Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia I.7o.A. J/1 A (11a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 28, Tomo IV, agosto de 2023, página 4185, de rubro: “EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES 
INNECESARIO AGOTAR EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL PREVIAMENTE A PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL EXIGIR LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO MAYORES REQUISITOS PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN QUE LOS PREVISTOS EN LA LEY 
DE AMPARO.” 
Por ejecutoria del 22 de noviembre de 2023, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de criterios 297/2023, 
derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, en virtud de que uno de los tribunales 
contendientes "se limitó a aplicar y acatar lo establecido en la parte conducente de un criterio jurisprudencial emitido por 
esta Segunda Sala de la Suprema Corte". 
El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 253/2023 del índice del 
Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, el que 
derivado del  Acuerdo General 38/2023 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se modifica la 
denominación de los Plenos Regionales de las Regiones Centro-Norte y Centro-Sur; y que reforma diversas disposiciones 
relativas a su semiespecialización, competencia y domicilio, cambió su denominación y competencia a Pleno Regional en 
Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, el que por ejecutoria del 
23 de mayo de 2024 determinó que sí existe contradicción, de la que derivó la tesis de jurisprudencia PR.A.C.CN. J/37 A 
(11a.), de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES INNECESARIO AGOTARLO 
PREVIAMENTE AL AMPARO INDIRECTO CUANDO SE ADUCE UN INTERÉS JURÍDICO [APLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 19/2020 (10a.)]." 
 
El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 134/2024 del índice de la 
Segunda Sala, la que mediante ejecutoria del 19 de junio de 2024 declaró su incompetencia legal para conocer del asunto y 
ordenó la remisión de los autos al Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con 
residencia en la Ciudad de México, para su conocimiento y resolución, el que mediante acuerdo de presidencia del 14 de 
agosto de 2024 la admitió a trámite con el número de contradicción de criterios 218/2024, y por ejecutoria del 12 de 
diciembre de 2024 la declaró improcedente por falta de legitimación del denunciante.  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. NO PUEDE CONSIDERARSE COMO EFECTIVAMENTE 
PAGADO EL CUBIERTO MEDIANTE LA EMISIÓN DE ACCIONES, PARA LA PROCEDENCIA DE 
SU ACREDITAMIENTO Y DEVOLUCIÓN DEL SALDO A FAVOR. 
Hechos: Una empresa promovió juicio contencioso administrativo federal contra la resolución 
mediante la cual el Servicio de Administración Tributaria (SAT) le negó la devolución del saldo a favor 
del impuesto al valor agregado solicitada. La Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
reconoció su validez; inconforme, la quejosa promovió juicio de amparo directo. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que para la procedencia de su 
acreditamiento y devolución del saldo a favor, el impuesto al valor agregado debe ser pagado en 
efectivo, transferencia bancaria o cheque, toda vez que se rige por un sistema de flujo de efectivo, 
pues el artículo 1o.-B de la ley relativa no autoriza su pago a través de la capitalización de adeudos, 
mediante la emisión de acciones. 
Justificación: Lo anterior es así, porque para el acreditamiento y eventual devolución del saldo a favor 
del impuesto al valor agregado se requiere que haya sido efectivamente pagado en el mes de que se 
trata, condición que se cumple cuando se cubre en efectivo o cuando se declara y entera ante la 
autoridad hacendaria, sin que se autorice el pago del impuesto al valor agregado a través de la 
capitalización del pasivo, pues la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo 
que dicho tributo se rige por un sistema de flujo de efectivo. Por tanto, si el impuesto referido fue 
cubierto mediante la emisión de acciones, esa forma de pago no cumple con los requisitos para 
considerarlo efectivamente pagado; en consecuencia, no procede su acreditamiento ni la devolución 
del saldo a favor que en su caso se hubiera generado. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 623/2021. Basf Mexicana, S.A. de C.V., sociedad fusionante de Basf Polymers 
México, S. de R.L. de C.V. 9 de junio de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Oscar Fernando 
Hernández Bautista. Secretaria: Dulce María Domínguez Bravo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA EXENCIÓN RELATIVA A LOS INGRESOS OBTENIDOS POR 
CONCEPTO DE PRIMA DE ANTIGÜEDAD, PREVISTA EN LA FRACCIÓN XIII DEL ARTÍCULO 93 
DE LA LEY RELATIVA, DEBE CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE 
MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO. 
Hechos: La quejosa demandó la nulidad de la resolución que negó la devolución del saldo a favor del impuesto sobre la 
renta por concepto de prima de antigüedad, correspondiente al ejercicio fiscal del dos mil veinte. La Sala Regional del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró su nulidad para el efecto de que se emitiera una nueva en la que se 
calcularan los ingresos exentos con base en el salario mínimo general. Inconforme con tal determinación, la autoridad fiscal 
interpuso recurso de revisión fiscal al estimar que dicho cálculo debe efectuarse con base en el valor de la Unidad de 
Medida y Actualización (UMA). 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la exención correspondiente a los ingresos obtenidos 
por concepto de prima de antigüedad, prevista en el artículo 93, fracción XIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, debe 
cuantificarse con base en el valor de la Unidad de Medida y Actualización y no en el salario mínimo, a partir de la entrada 
en vigor del decreto en materia de desindexación de este último. 
Justificación: Lo anterior, porque el salario mínimo es un concepto de remuneración laboral mínima para la subsistencia 
digna de un trabajador, concebido como un derecho constitucional, conforme al cual nadie puede ganar por su trabajo una 
cantidad inferior a éste. Ahora bien, el artículo 123, apartado A, fracción VI, de la Constitución General prohíbe que sea 
utilizado como índice, unidad, base, medida o referencia para fines ajenos a su naturaleza, prohibición que deriva de la 
reforma constitucional contenida en el decreto en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación de 27 de enero de 2016, que dio origen a la Unidad de Medida y Actualización, en cuyo régimen 
transitorio se determinó que a su entrada en vigor (28 de enero de 2016) todas las menciones al salario mínimo como 
unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en 
leyes federales, estatales y del entonces Distrito Federal –ahora Ciudad de México–, así como cualquier disposición jurídica 
que emane de ellas, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización. En ese contexto, la cuantificación de la 
exención correspondiente a los ingresos obtenidos por concepto de prima de antigüedad, prevista en el artículo 93, fracción 
XIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a partir de que entró en vigor el citado decreto, debe efectuarse a razón de 
hasta noventa veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, puesto que tal aspecto constituye una cuestión ajena 
a la naturaleza laboral propia del salario mínimo, toda vez que a la norma le reviste contenido eminentemente fiscal, al 
derivar de la potestad del Estado para diseñar el régimen legal del gravamen a través del legislador, quien cuenta con un 
margen de libre configuración para cumplir con el principio de proporcionalidad tributaria; de este modo, puede hacer uso 
de medios como la exención para ajustar el impuesto a la realidad económica actual o de carácter extrafiscal. Conclusión 
que es acorde, por analogía, con la línea argumentativa sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en las ejecutorias que dieron origen a los criterios jurisprudenciales 2a./J. 30/2021 (10a.) y 2a./J. 37/2022 
(11a.), en las que se distinguió a la pensión jubilatoria como una prestación de carácter laboral a la que le es aplicable el 
salario mínimo, mientras que a los incrementos y actualizaciones de toda pensión, por su naturaleza administrativa, les 
resulta aplicable la Unidad de Medida y Actualización. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 200/2022. Subadministradora 
Desconcentrada Jurídica del Distrito Federal "2", en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 
del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 23 de febrero de 2023. Unanimidad de votos. 
Ponente: Octavio Ramos Ramos. Secretario: Cuauhtémoc Uriel Lara García.  
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/2021 (10a.) y 2a./J. 37/2022 (11a.), de rubros: "PENSIÓN JUBILATORIA. EL 
MONTO MÁXIMO PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO ABROGADA Y EN EL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY 
DEL ISSSTE VIGENTE, DEBE CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO." y "PENSIÓN JUBILATORIA. EL AUMENTO ANUAL EN SU 
CUANTÍA PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO, ABROGADA, DEBE CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación de los viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas y 9 de septiembre de 2022 a las 10:18 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libros 2, Tomo IV, junio de 2021, página 3604 y 17, 
Tomo IV, septiembre de 2022, página 3510, con números de registro digital: 2023299 y 2025232, respectivamente.  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 



 
 
Registro digital: 2026414 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.10o.A.23 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
NOTIFICACIONES POR BUZÓN TRIBUTARIO. SU VALIDEZ DEPENDE DE QUE EL 
CONTRIBUYENTE ESTÉ INSCRITO EN EL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES (RFC). 
 
Hechos: La Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa decretó el sobreseimiento 
en el juicio de nulidad, al estimar que la empresa actora (en liquidación) presentó 
extemporáneamente su demanda, pues el Servicio de Administración Tributaria (SAT) le notificó la 
resolución impugnada mediante buzón tributario y no interpuso el medio de defensa dentro del plazo 
legal. Inconforme, aquélla promovió juicio de amparo directo, al considerar que dicha notificación 
debió ser de forma personal, pues tiene cancelada su inscripción en el Registro Federal de 
Contribuyentes (RFC), por lo que no está obligada a tener ese sistema de comunicación. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la validez de las notificaciones por 
buzón tributario depende de que el contribuyente esté inscrito en el Registro Federal de 
Contribuyentes. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque la notificación por medio de buzón tributario se relaciona con 
la inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes, pues el artículo 17-K, fracción I, del Código 
Fiscal de la Federación prevé que las personas físicas y morales inscritas en dicho registro tendrán 
asignado ese sistema de comunicación electrónica para que la autoridad fiscal les notifique cualquier 
acto o resolución administrativa que emita en documentos digitales; de ahí que no es válido que 
dicha autoridad comunique sus determinaciones por ese medio a quien no está inscrito en el registro 
referido o al contribuyente que dejó de estarlo por haber presentado el aviso de cancelación 
correspondiente. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 241/2022. Kecholi, S.A. de C.V. 27 de octubre de 2022. Unanimidad de votos. 
Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretaria: Dulce María Domínguez Bravo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
Registro digital: 2026418 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: I.10o.A.22 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS AUTORIZADAS PARA RECIBIR 
DONATIVOS. LA REGLA 3.10.10. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2021, AL 
PREVER QUE DEBEN PRESENTAR LA DECLARACIÓN INFORMATIVA PARA GARANTIZAR LA 
TRANSPARENCIA, ASÍ COMO EL USO Y DESTINO DE LOS DONATIVOS Y ACTIVIDADES 
DESTINADAS A INFLUIR EN LA LEGISLACIÓN, AUN CUANDO NO LOS HAYAN RECIBIDO, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
Hechos: El Servicio de Administración Tributaria (SAT) impuso multa a una asociación civil autorizada 
para recibir donativos por incumplir con la declaración informativa prevista en el artículo 82, párrafo 
primero, fracción VI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en relación con la regla 3.10.10. de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2021, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 29 de 
diciembre de 2020. La Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa reconoció su validez, por 
lo que aquélla promovió juicio de amparo directo. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la regla 3.10.10. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2021, al prever que las personas morales con fines no lucrativos autorizadas 
para recibir donativos deducibles de impuestos deben presentar la declaración informativa para 
garantizar la transparencia, así como el uso y destino de los donativos y actividades destinadas a 
influir en la legislación, aun cuando no los hayan recibido, viola los principios de reserva de ley y de 
subordinación jerárquica. 
Justificación: Lo anterior es así, porque la regla 3.10.10. referida prevé una obligación que no está 
regulada en el artículo 82, fracción VI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, ya que se trata de un 
deber distinto a los originalmente establecidos en dicha legislación, toda vez que ésta no señala 
como obligación por parte de las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles, la 
de presentar las declaraciones informativas de transparencia, aun cuando no hayan recibido los 
donativos, pues únicamente impone dicha carga para los casos en que sí lo hubieran hecho; de ahí 
que la regla señalada rebasa la cláusula habilitante contenida en el precepto legal señalado. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 142/2022. Debemos Ayudar Nunca Ignorar, A.C. 26 de mayo de 2022. Unanimidad 
de votos. Ponente: Oscar Fernando Hernández Bautista. Secretaria: Dulce María Domínguez Bravo. 
 
Nota: Esta tesis refleja un criterio sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un 
juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con 
número de registro digital: 195528, de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE 
LAS CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS 
JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, 
RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia. 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 



 
 
 
 
Registro digital: 2026421 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: I.10o.A.20 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 54, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
AL PREVER LA IMPOSICIÓN DE UNA MULTA ENTRE UN MONTO MÍNIMO Y UNO MÁXIMO, NO 
VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 
Hechos: Una empresa promovió juicio contencioso administrativo federal contra la resolución mediante la cual 
el Servicio de Administración Tributaria (SAT) le impuso diversas multas por contravenir los artículos 18, primer 
párrafo, fracciones I, III y VI y 23 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita. La Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró su nulidad para 
efectos; inconforme, la quejosa promovió juicio de amparo directo, al estimar que la sanción económica 
impuesta en términos del artículo 54, primer párrafo, fracción III, de la ley citada constituye una multa fija y 
excesiva, porque dicho precepto permite que la autoridad sancionadora no la gradúe atendiendo a la gravedad 
de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que pueda 
inferirse la levedad o gravedad del hecho. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el artículo 54, primer párrafo, fracción III, de 
la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, al 
prever la imposición de una multa entre un monto mínimo y uno máximo, no viola el artículo 22 de la 
Constitución General, al no constituir una multa fija ni excesiva. 
Justificación: Lo anterior es así, porque el precepto 54 indicado establece, por regla general, parámetros 
mínimos y máximos (equivalente a diez mil y hasta sesenta y cinco mil días de salario mínimo general vigente 
en el Distrito Federal –ahora Ciudad de México– o del diez al cien por ciento del valor del acto u operación, 
cuando sean cuantificables en dinero); mientras que tratándose de las fracciones VI y VII del artículo 53 de la 
ley referida prevé una excepción, consistente en que la autoridad aplicará la multa que resulte mayor. Así, el 
precepto 54 examinado faculta a la autoridad para que, en caso de que se cometan las infracciones señaladas, 
se imponga a los infractores una multa, la cual no puede considerarse fija ni excesiva, toda vez que establece 
un monto mínimo y uno máximo, lo que permite que aquélla lo determine atendiendo a las características 
propias del caso. En efecto, el mínimo y máximo se determinará tomando en consideración el caso concreto, 
pues la autoridad deberá calcular las cantidades correspondientes atendiendo a diversos parámetros, a saber, 
el monto equivalente a diez mil y hasta sesenta y cinco mil días de salario mínimo (o, en su caso, la UMA), o 
bien, del diez al cien por ciento del valor del acto u operación, cuando éste sea cuantificable en dinero; en tanto 
que tratándose de los supuestos de las fracciones VI y VII del artículo 53 de la ley indicada, aplicará la mayor. 
Lo anterior implica que en estos últimos supuestos, las multas no podrán ser menores al diez por ciento (10 %) 
del acto u operación (mínimo) y su monto máximo dependerá, precisamente, del caso concreto, a saber, del 
importe de dicho acto u operación –cuando sean cuantificables en dinero–, o bien, de los salarios mínimos 
correspondientes. Cabe mencionar que si bien en los supuestos previstos en el artículo 53, fracciones VI y VII, 
de la ley citada el precepto cuestionado indica que se impondrá la multa que resulte mayor, también es verdad 
que dicho mandato no es contrario al artículo 22 constitucional, toda vez que deriva del ejercicio de las 
facultades con las que cuenta el legislador para graduar la gravedad de las conductas respectivas. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 8/2022. Impormotos, S.A. de C.V. 19 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Oscar 
Fernando Hernández Bautista. Secretaria: Dulce María Domínguez Bravo. 
 
Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de 
amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, 
de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON 



APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no 
es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 


